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Atravesamos un momento de graves retrocesos en materia 
de derechos humanos que han debilitado peligrosamente 
la capacidad de respuesta a nivel mundial ante atrocidades 
masivas. Los discursos autoritarios cobran fuerza y los 
mecanismos de protección internacional son porosos ante las 
nuevas ofensivas del odio. Se requieren renovados impulsos 
y la conformación de espacios de resistencia que permitan 
fortalecer los canales de diálogo y protección de los derechos 
de las personas más allá de cualquier condición en la que se 
encuentren. Uruguay ha sido destacado en los últimos años 
por el reconocimiento de una nueva agenda de derechos, sin 
embargo, aún existen muchos desafíos a superar vinculados 
a la resolución de las vulneraciones en materia de derechos 
humanos cometidas en el pasado reciente y los desafíos de 
la implementación y efectiva protección de los derechos 
reconocidos por la vía legislativa en los últimos años.
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En relación con la legislación que busca combatir 
la discriminación, el Comité lo insta a introducir 
una prohibición expresa de la discriminación que 
garantice una protección suficiente que incluya 
explícitamente todos los motivos de discrimi-
nación prohibidos en el Pacto, a definir la dis-
criminación directa e indirecta, y a incorporar 
disposiciones que permitan obtener reparación 
en casos de discriminación, inclusive por medios 
judiciales y administrativos. 

Una vez más, el país recibió recomendaciones 
para que adopte las medidas necesarias para que 
la Comisión Honoraria contra el Racismo, la 
Xenofobia y toda otra forma de Discriminación 
constituya un mecanismo eficaz de lucha contra 
la discriminación y se le asignen los recursos 
humanos, técnicos y materiales adecuados, así 
como el mandato y autoridad necesarios para su 
efectividad.

Nuevamente se solicitó la modificación o deroga-
ción de todas las disposiciones legales con conte-
nido discriminatorio contra la mujer, incluyendo 
aquellas con expresiones vejatorias. 

Con relación al derecho al trabajo de las personas 
con discapacidad, el Comité realizó recomenda-
ciones vinculadas a la necesidad de intensificar 
sus esfuerzos para la aplicación efectiva de la 
cuota del 4% de contratación para las personas 
con discapacidad en todos los ámbitos del sector 
público; la incorporación de mecanismos para la 
inserción laboral de las personas con discapaci-
dad en el sector privado, y la aprobación del Plan 
Nacional de Equiparación de Oportunidades y 
Derechos de las Personas con Discapacidad. 

Con relación al derecho a una vivienda adecua-
da, se solicitó al Estado que revise las medidas 
adoptadas en materia de vivienda con miras a 
adoptar una estrategia integral de vivienda social 
basada en el derecho a una vivienda adecuada 
y asequible y que cuente con criterios definidos 
en materia de calidad y habitabilidad. El Comité 
exhortó a Uruguay a que tal estrategia dé prio-
ridad a las personas y grupos desfavorecidos y 
marginados, asegurando que, en los procesos de 
desalojo, cuando legalmente corresponda ejecu-

Órganos
de Tratados

Comité de Derechos Económicos Sociales  
y Culturales (Comité DESC).
Observaciones Finales 2017

El Comité DESC es un órgano de tratado 
integrado por 18 expertos cuyo mandato es 
supervisar la aplicación del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos Sociales y Culturales 
(PIDESC), adoptado en el año 1966 y ratificado 
por Uruguay en 1969, mediante la ley 13.751. 
Los Estados parte se obligan a reconocer y 
garantizar el efectivo goce de los derechos que 
ahí se reconocen. Entre ellos se encuentran 
los derechos laborales, derechos a la seguridad 
social, a la igualdad y no discriminación, a un 
nivel adecuado de vida, el derecho a la salud, 
a la educación y a la participación en la vida 
cultural. 

Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos Sociales y Culturales (PIDESC)

En el marco de su 61ª Reunión de Trabajo, el 
Comité de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales examinó el quinto informe periódico 
de Uruguay (E/C.12/URY/5) durante los días 31 
de mayo y 1 de junio de 2017. El 23 de junio de 
2017 aprobó sus Observaciones Finales (E/C.12/
URY/CO/5) en las cuales establece algunas 
preocupaciones y recomendaciones específicas. 
Entre las principales recomendaciones realiza-
das por el Comité se encuentra la necesidad de 
que Uruguay adopte las medidas necesarias para 
garantizar la aplicabilidad directa de todos los 
derechos consagrados en el Pacto en todos los ni-
veles del sistema judicial, incluyendo la revisión 
y ajuste de aquellas regulaciones procesales que 
dificultan esta aplicación. Además, le alienta a 
realizar capacitaciones, especialmente entre jue-
ces, abogados, policías, miembros de la Asamblea 
General y otros actores, sobre el contenido de los 
derechos del Pacto y la posibilidad de invocarlos 
ante los tribunales.
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tarlos, se respeten los derechos de las personas 
afectadas, tomando en cuenta las observaciones 
generales números 4 (1991) sobre el derecho 
a una vivienda adecuada y 7 (1997) sobre los 
desalojos forzosos. También en las observaciones 
se hacen menciones específicas dirigidas a evitar 
la criminalización de las personas en situación 
de calle como lo hace la Ley de Faltas y la figura 
establecida como “ocupación indebida de espa-
cios públicos». 

También fueron motivo de preocupación los 
efectos negativos que tienen el uso de agroquí-
micos en la calidad del agua y en los recursos 
hídricos por lo que se recomendó adoptar las 
medidas necesarias para controlar el uso de 
agroquímicos y sus efectos sobre la salud públi-
ca, y asegurar la implementación adecuada del 
Plan Nacional de Agua. 

A la luz del procedimiento de seguimiento de las 
Observaciones Finales adoptado por el Comi-
té, el Estado deberá proporcionar en el mes de 
noviembre de este año información relativa a los 
avances de la implementación de las recomenda-
ciones formuladas por el Comité en los párrafos 
16 c, 20 b y 54 a.

Amnistía internacional Uruguay insta al go-
bierno uruguayo a realizar todos los esfuerzos 
necesarios para dar cumplimiento a estas reco-
mendaciones. La organización llevará adelante 
un trabajo de monitoreo y seguimiento de la 
implementación efectiva de las Observaciones Fi-
nales del Comité en coordinación con las organi-
zaciones sociales y autoridades gubernamentales 
que participaron activamente en este proceso de 
monitoreo del grado de cumplimiento de las obli-
gaciones internacionales contraídas por Uruguay.

SITUACIÓN  
DE PERSONAS 
MIGRANTES  
Y REFUGIADAS  
EN URUGUAY

“El Estado uruguayo reconoce como derecho 
inalienable de las personas migrantes y 
sus familiares sin perjuicio de su situación 
migratoria, el derecho a la migración, el derecho 
a la reunificación familiar, al debido proceso 
y acceso a la justicia, así como a la igualdad 
de derechos con los nacionales, sin distinción 
alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, 
religión o convicción, opinión política o de 
otra índole, origen nacional, étnico o social, 
nacionalidad, edad, situación económica, 
patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier 
otra condición.” 

Artículo 1º, Ley 18.250.

“Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir 
refugio en el territorio nacional, en salvaguarda 
de su vida, integridad física, moral e intelectual, 
libertad y seguridad.” 

Artículo 1º Ley 18.706

En los últimos años se ha identificado un au-
mento en la solicitud de residencias de personas 
provenientes de diversos orígenes latinoamerica-
nos sobre todo de Venezuela, Cuba y República 
Dominicana. A los ciudadanos de estos últimos 
dos países se les requiere visa para ingresar al 
país, al igual que aquellas personas provenientes 
de Haití, República Popular China, India, Ucra-
nia, Paquistán, Marruecos, Tailandia, Filipinas, 
Angola, Indonesia, Jordania, Líbano, Belarús, 
Irán, Egipto, Palestina, Siria, Kazajstán, Túnez, 
Nigeria, Yemen, Arabia Saudita, Argelia, Repú-
blica Democrática del Congo, Argelia, Gambia, 
Sudán, Somalia, Zimbabwe, Bangladesh, Kenia, 
Senegal, Antigua y Barbuda, Mauricio, Nepal, 
Togo, Uganda, Azerbaiyán, Camerún, Guinea, 
Libia, Mali, Mauritania, Moldova, Qatar, Tanza-
nia, Uzbekistán, Guinea Bissau, Kuwait, Lesotho, 
Letonia, Santa Lucía, Surinam, Vietnam, Afga-
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nistán, Benin, Bosnia, Herzegovina, Montenegro, 
Mozambique, Rusia, Albania, Bahrein, Chad, 
Etiopía, Gabón, Irak, Kosovo, Kirguistán, Repú-
blica Democrática y Popular de Laos, Macedonia, 
Mongolia, Namibia, Nigeria, Ruanda, Sri Lanka, 
Turkmenistán y Turquía.

La solicitud de visas, tal como ha sido señalado 
por la Organización Internacional para las Mi-
graciones (OIM), lejos de garantizar migraciones 
seguras y ordenadas, favorecen la existencia de 
rutas migratorias peligrosas, con entradas ilegales 
mediante la intermediación de traficantes. 

Al mismo tiempo persisten dificultades en el 
proceso de documentación debido a que no se 
cumplen con los plazos previstos en la normativa 
vigente sobre la regularización migratoria y sobre 
la respuesta de solicitudes de refugio presentadas 
en los últimos años. 

Al día de hoy no existe presupuesto genuino para 
desarrollar ninguna de estas áreas, específicamen-
te en materia de refugio, el estatus de refugiado 
tiene un carácter meramente administrativo ya 
que no garantiza ningún derecho o protección 
específica por parte del Estado.

La ausencia de una política migratoria y de refu-
gio tiene consecuencias que afectan seriamente la 
vida de las personas, en la medida en que la res-
puesta institucional no está articulada por parte 
de las distintas áreas del Estado. 

Amnistía Internacional Uruguay exige al 
gobierno uruguayo a mostrar un mayor compro-
miso con la protección de las personas refugiadas 
y migrantes, implementar medidas concretas y 
remover los obstáculos institucionales y políticos 
que imposibilitan el cumplimiento efectivo de 
la normativa vigente en materia de migración y 
refugio. Pedimos al gobierno que se otorgue pre-
supuesto específico para el desarrollo de políticas 
migratorias y de refugio. 

Amnistía Internacional Uruguay hace un llama-
miento para implementar políticas de acogimien-
to acordes a los instrumentos internacionales de 
protección de derechos humanos y dejar atrás las 

políticas de restricción, expulsión y criminaliza-
ción de personas migrantes y refugiadas.

En 2017, durante las negociaciones preliminares 
vinculadas a los dos Pactos Mundiales sobre Mi-
gración y Refugio, respectivamente, se manifestó 
la resistencia por parte de algunos estados como 
Estados Unidos a comprometerse y sumarse a 
esta apuesta internacional para enfrentar la crisis 
política y humanitaria existente en esta materia.

El papel que puede jugar el Estado uruguayo en 
esta materia es decisivo en un contexto donde la 
movilidad humana está en el eje de los debates 
internacionales sobre derechos humanos.

IMPUNIDAD  
POR CRÍMENES 
DEL PASADO

“En un plazo razonable, el Estado debe 
conducir y llevar a término eficazmente la 
investigación de los hechos (...), a fin de 
esclarecerlos, determinar las correspondientes 
responsabilidades penales y administrativas y 
aplicar las consecuentes sanciones que la ley 
prevea (…) El Estado debe garantizar que la 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado, al carecer de efectos por su 
incompatibilidad con la Convención Americana y 
la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, en cuanto puede impedir u 
obstaculizar la investigación y eventual sanción 
de los responsables de graves violaciones de 
derechos humanos, no vuelva a representar un 
obstáculo para la investigación de los hechos 
materia de autos y para la identificación y, si 
procede, sanción de los responsables de los 
mismos, de conformidad con los párrafos 253 y 
254 de la Sentencia.”

Sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos al Estado Uruguayo

CASO GELMAN VS. URUGUAY
24 de febrero de 2011
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Derechos Humanos (CIDH) durante el mes de 
mayo. En virtud de la solicitud de diversas organi-
zaciones de la sociedad civil, el Estado uruguayo 
fue convocado a participar en tres audiencias 
temáticas. El Estado estuvo ausente en dos de 
ellas: la audiencia correspondiente al rol de los 
operadores de justicia y defensores de derechos 
humanos en el contexto de la justicia transicional 
en Uruguay, y la audiencia sobre la transparencia 
en los mecanismos de elección de ministros de la 
Suprema Corte de Justicia. 

El 25 de setiembre, la Suprema Corte de Justicia 
emitió la sentencia 680/2017. En el fallo se resuel-
ve una acción de inconstitucionalidad contra los 
artículos 2 y 3 de la Ley de Restablecimiento de 
la pretensión punitiva del Estado para los delitos 
cometidos en aplicación del terrorismo de Estado 
hasta el 1° de marzo del 1985 (Ley N ° 18.831 del 
año 2011). Estas disposiciones establecieron la 
imprescriptibilidad de los crímenes de lesa huma-
nidad cometidos por los funcionarios del Estado 
en el período del gobierno cívico-militar. 

La acción fue promovida en el marco de un 
proceso penal por torturas. La Suprema Corte de 
Justicia, declaró inconstitucional la citada ley. Pro-
nunciándose sobre el fondo, emitió una sentencia 
que establece que los crímenes de lesa humanidad 
de la causa han prescrito, lo que significa que el 
imputado ya no responderá penalmente por esa 
causa. La sentencia declaró la inconstitucionali-
dad con un voto de 3 contra 2: a favor se pronun-
ciaron los ministros Elena Martínez, Jorge Che-
diak y Julio Turell, y los votos discordes fueron 
de los ministros Bernadette Minvielle y Felipe 
Hounie.

La argumentación de los ministros favorables sos-
tuvo que la ley impugnada viola los principios de 
legalidad e irretroactividad de la ley más gravosa 
(artículos 7 y 72 de la constitución uruguaya), 
ambos pilares básicos de un derecho penal liberal 
democrático. Estos principios, también están 
contenidos en normas de Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos ratificados por el es-
tado uruguayo (Pacto de San José de Costa Rica, 
artículo 7.2).

El 28 de marzo del 2016 las oficinas del Grupo 
de Investigación en Arqueología Forense del 
Uruguay (GIAF), sufrieron la sustracción de 
material confidencial sobre causas judiciales y 
otras investigaciones y sus integrantes recibieron 
mensajes intimidatorios. A casi dos años de lo 
ocurrido, no se observan avances en las investi-
gaciones que buscan esclarecer los hechos.

Durante 2017, la sensación de impunidad e 
injusticia por parte de ciudadanos, familiares 
de víctimas, organizaciones de derechos huma-
nos y la sociedad civil en general ha aumentado 
considerablemente a raíz de diversos episodios, 
acciones y omisiones institucionales. 

El 16 de febrero, un grupo autodenominado 
“Comando Barneix”, operando a través de una 
plataforma anónima de correo electrónico, envío 
una amenaza a 13 personas entre las que se 
encuentran jerarcas del Estado uruguayo, aca-
démicos, investigadores y activistas de derechos 
humanos.

Entre las personas señaladas se encuentra el 
Fiscal de Corte Jorge Díaz, quien fue amenazado 
nuevamente en noviembre de 2017 vía telefóni-
ca. La Fiscalía sostiene como hipótesis plausible 
que ambas amenazas se encuentren vinculadas. 
Estos grupos, además de promover la impuni-
dad, intentan instaurar el miedo ante las investi-
gaciones y el accionar de la justicia.

El 14 de abril, el general retirado Raúl Mermot, 
presidente del Círculo Militar, en un acto de 
dicha institución, criticó el accionar del Po-
der Judicial en alusión al procesamiento de ex 
militares que violaron derechos humanos en 
la última dictadura. El intento de minimizar y 
relativizar las violaciones a derechos humanos, 
terminó con una denuncia penal en la que un 
fiscal solicitó el procesamiento por “apología 
de hechos delictivos del pasado”. Sin embargo, 
Mermot fue absuelto en primera instancia y un 
Tribunal de Apelaciones confirmó el fallo.

Otro hecho grave ocurrido se dio en el marco 
de la celebración del 162 Período Extraordinario 
de Sesiones de la Comisión Interamericana de 
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Por otra parte, la posición discorde sostiene en 
síntesis dos argumentos. Primero, los crímenes 
de lesa humanidad pertenecen al ordenamiento 
jurídico uruguayo mediante su incorporación 
en las leyes 17.347 y 18.026, y su aplicación no 
vulnera la seguridad jurídica ni ningún principio 
constitucional, sino que la imprescriptibilidad se 
desprende de la vocación ‘’iusnaturalista’’ de la 
constitución uruguaya. El otro argumento expresa 
que la imprescriptibilidad de los crímenes de lesa 
humanidad no depende de la voluntad del Estado, 
ya que estos tutelan derechos humanos básicos 
universalmente aceptados, que revisten el carácter 
de “ius cogens” internacional1.

En diciembre nuevamente la Suprema Corte de 
Justicia emitió fallo en este sentido a través de la 
sentencia 1925/2017.

Amnistía Internacional Uruguay observa con 
muchísima preocupación las sentencias 680/2017 
y 1925/2017 debido a sus severas consecuencias 
institucionales, simbólicas y culturales, que im-
pactarán en el sostenimiento de la impunidad en 
el país. El Estado, a través de sus tres poderes, ha 
asumido diversos compromisos con los sistemas 
internacionales de protección de los derechos hu-
manos en relación a esta materia y, sin embargo, 
los ha ignorado sistemáticamente. La lentitud en 
el tratamiento de las causas judiciales, el men-
saje institucional del máximo órgano del Poder 
Judicial y la posibilidad de acciones similares para 
las causas en trámite obstaculizarán aún más el 
avance de los procesos. 

La organización exige a las autoridades uru-
guayas de los tres poderes del Estado tomar las 
acciones pertinentes para saldar la deuda histó-
rica para la eliminación de la impunidad por los 
delitos cometidos en la última dictadura cívi-
co-militar. Resulta necesario y urgente facilitar 
las investigaciones que permitan el esclareci-
miento de la desaparición forzada y otras viola-
ciones a los derechos humanos perpetradas entre 
1973 y 1985.

PERSONAS PRIVADAS 
DE LIBERTAD 

“Todos los reclusos serán tratados con el respeto 
que merecen su dignidad y valor intrínsecos 
en cuanto seres humanos. Ningún recluso será 
sometido a tortura ni a otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, contra los 
cuales se habrá de proteger a todos los reclusos, 
y no podrá invocarse ninguna circunstancia 
como justificación en contrario. Se velará en 
todo momento por la seguridad de los reclusos, 
el personal, los proveedores de servicios y los 
visitantes.”

Regla 1
 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 

Tratamiento de los Reclusos
 (Reglas Nelson Mandela)

La situación del sistema carcelario en Uruguay 
continúa siendo crítica. La superpoblación y el 
hacinamiento se han prolongado a pesar de las 
recomendaciones de los organismos internacio-
nales. Para paliar esta situación, durante 2017 el 
Estado uruguayo finalizó el complejo carcelario 
de Punta Rieles mediante financiación por par-
ticipación público-privada (PPP) que entrará en 
funcionamiento a comienzos de 2018, por lo que 
la calidad de esta institución está por evaluarse.

Durante 2017, gracias a acciones realizadas por 
el Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Penitenciario, se visibilizaron una serie de hechos 
y prácticas en las cárceles uruguayas violatorias 
de los derechos más elementales de la población 
reclusa, sobre todo en el complejo carcelario de 
Santiago Vázquez (COMCAR), que alberga a 1 
de cada 3 reclusos del país.

De acuerdo a la información del Comisionado 
Parlamentario, se constató en el Módulo 8 del 
COMCAR desnutrición crónica, pésimas con-

1  Una vez declarada la inconstitucionalidad, las actuaciones vuelven al Juzgado competente para que pondere los ilícitos penales de 
acuerdo a las reglas establecidas en la ley de Caducidad de la pretensión punitiva del Estado N° 15.848 de 1985, y si hubiere mérito, 
declara extinto los delitos de la causa y archiva las actuaciones. 
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diciones de higiene, hacinamiento, encierros sin 
la posibilidad de ver la luz, analfabetismo y otras 
situaciones que fueron comunicadas a las auto-
ridades competentes del Ministerio del Interior. 
Ante la falta de respuesta, el Comisionado optó 
por llevar la situación a la esfera judicial con el 
fin de encontrar una respuesta acorde a la emer-
gencia del caso, por lo que promovió una acción 
de amparo.

Este litigio fue paradigmático en nuestro país, 
ya que fue la primera vez que un tribunal citó 
las Reglas Mandela de Naciones Unidas sobre la 
condición de la población privada de libertad, 
marcando un camino jurisprudencial de acuer-
do con el derecho internacional de los derechos 
humanos. 

Preocupa que Uruguay presente una de las 
tasas de prisionización más altas de la región 
(321/100.000 habitantes); además de que las 
condiciones de reclusión, no responden a los 
estándares mínimos internacionales de derechos 
humanos.

Persisten en Uruguay las practicas institucionales 
que privilegian el encierro y aislamiento social 
que contradice el principio de excepcionalidad; y 
resulta especialmente preocupante en el caso del 
sistema penal juvenil.

Amnistía Internacional Uruguay insiste en que 
el Estado uruguayo debe continuar aplicando las 
medidas necesarias para terminar con el hacina-
miento y mejorar las condiciones de vida de las 
personas privadas de libertad, que sé de continui-
dad y se vigile el cumplimiento de las obligacio-
nes internacionales contraídas por Uruguay en 
esta materia.

SALUD MENTAL

“La presente ley tiene por objeto garantizar el 
derecho  a la protección de la salud mental de 
los habitantes residentes en el país, con una 
perspectiva de respeto a los derechos humanos 
de todas las personas y particularmente de 
aquellas personas usuarias de los servicios de 
salud mental en el marco del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Sus disposiciones son de 
orden público e interés social.”

Artículo 1
Ley de Salud Mental

El 24 de agosto de 2017, se promulgó la Ley Nº 
19.529 de Salud Mental. A pesar de los esfuerzos 
y el proceso de diálogo promovido por el colec-
tivo de organizaciones sociales nucleados en la 
Comisión Nacional por una Ley de Salud Mental 
(CNLSM), con distintos actores sociales y políti-
cos, el texto aprobado y actualmente vigente no 
recogió los aportes de la CNLSM, y no atendió las 
recomendaciones de organismos internacionales y 
de la Institución Nacional de Derechos Humanos. 
A pesar de la retórica adoptada en la exposición 
de motivos de la ley, el paradigma sanitarista-ad-
ministrativo triunfó gracias al lobby de la corpora-
ción médica y especialmente de la psiquiátrica.

El texto de la ley contiene diversas disposicio-
nes que perjudican la situación de la población 
que padece problemas de salud mental y que no 
contemplan las recomendaciones realizadas por 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales en sus Observaciones Finales de junio 
2017.

Se mantiene la utilización del concepto ‘’trastorno 
mental’’, destacando la visión médica-psiquiátrica 
como legítima para abordar los asuntos de salud 
mental, lo que mantiene y reproduce la patologiza-
ción y los diversos estigmas que le son asociados. 
De esta forma, se contradice la concepción social e 
interdisciplinaria de la discapacidad, recogida por 
la Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, la cual fue ratificada por el 
Estado uruguayo en 2008.
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El órgano de contralor creado, una Comisión 
Honoraria en la órbita del Ministerio de Salud 
Pública, no cumple con los estándares internacio-
nales por carecer de la independencia y autonomía 
necesarias para observar y velar por los derechos 
fundamentales.

En el marco de la ley, el plazo para el cierre de 
instituciones asilares y monovalentes para el año 
2025 no garantiza que los nuevos dispositivos se 
conviertan en manicomios ad hoc.
 
Amnistía Internacional Uruguay insiste en la 
necesidad de respetar los estándares internaciona-
les de protección de los derechos de las personas 
con problemas de salud mental y con discapacidad 
psicosocial y de prever la adecuada asignación 
de recursos para mejorar la calidad de vida de las 
personas que se encuentran en condiciones de 
encierro en instituciones asilares y monovalentes.

VIOLENCIA BASADA  
EN GÉNERO

Si bien esta ley es un importante paso y da cum-
plimiento a diversas recomendaciones de organis-
mos y órganos internacionales que el país recibió 
durante varios años, existen dificultades estructu-
rales que no han sido abordadas mediante políti-
cas específicas y que requieren compromisos del 
Estado más allá de los esfuerzos legislativos. 

De acuerdo a los datos del Ministerio del Interior 
de enero 2018, 29 mujeres fueron asesinadas por 
sus parejas y ex parejas o familiares en 2017, y en 
los primeros dos meses de 2018 se han cometido 6 
feminicidios más. 

La negligencia del Poder Judicial y la falta de 
controles por parte de la policía en la atención de 
las denuncias recibidas siguen constituyendo un 
fuerte obstáculo para el tratamiento y combate de 
todas las formas de violencia basada en género.

Preocupa la ausencia de medidas básicas en la pre-
vención y combate de la violencia de género tales 
como: un servicio telefónico de asesoramiento a 
víctimas los 365 días del año, las 24 horas con al-
cance nacional y gratuito desde cualquier teléfono;  
servicios especializados de atención a víctimas que 
funcionen 24 horas, todo el año y en todo el país; 
servicios de refugio habitacional para situaciones 
de emergencia de acceso permanente; servicios 
descentralizados interinstitucionales donde se 
reciba asistencia especializada, en los que se pueda 
realizar la denuncia policial, hacer consultas jurí-
dicas, coordinar traslados departamentales, entre 
otros. 

Amnistía Internacional Uruguay exige al gobier-
no uruguayo que se tomen las medidas necesarias 
para garantizar la vida e integridad de las víctimas 
de la violencia basada en género. La organización 
pide: incrementar de manera sustancial el presu-
puesto destinado a combatir la violencia contra 
las mujeres, niños, niñas y adolescentes; así como 
también, desarrollar acciones que se orienten a 
erradicar la violencia de género como problema 
social, mediante la sensibilización y la educación 
en derechos humanos.

 

“La violencia basada en género (VBG) es una 
forma de discriminación que afecta, directa 
o indirectamente, la vida, libertad, dignidad, 
integridad física, psicológica, sexual, económica 
o patrimonial, así como la seguridad personal de 
las mujeres. Se entiende por violencia basada en 
género hacia las mujeres toda conducta, acción 
u omisión, en el ámbito público o el privado que, 
sustentada en una relación desigual de poder en 
base al género, tenga como objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio de los derechos humanos o las 
libertades fundamentales de las mujeres.”

Artículo 4
Ley Integral contra la Violencia basada en Género

 
El 13 de diciembre de 2017 se aprobó en el parla-
mento el proyecto de Ley Integral contra la Vio-
lencia basada en Género.
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DERECHOS SEXUALES  
Y REPRODUCTIVOS

 
A pesar del reconocimiento normativo de los 
derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, 
diversas situaciones ocurridas durante el 2017 
han complejizado su efectiva implementación.
En marzo de 2017, por la vía judicial se cuestionó 
la constitucionalidad de la Ley de Interrupción 
Voluntaria del Embarazo (18.987). A partir de 
una acción interpuesta por un particular, la jueza 
Pura Concepción Book emitió un fallo, poste-
riormente respaldado por la Asociación de Ma-
gistrados, que desconoció la normativa nacional 
e internacional vigente. El proceso se interrum-
pió debido a un aborto espontáneo, pero igual-
mente la decisión judicial lesionó los derechos a 
la salud y la autodeterminación de una mujer.

En relación con la adecuada aplicación de la ley, 
se han denunciado casos en los que no se han 
cumplido los plazos establecidos por la ley 18.987, 
debido a falta de personal para integrar los equi-
pos interdisciplinarios, requeridos para la consul-
ta. Esta situación ha comprometido gravemente la 
salud y el derecho a decidir de las mujeres.

En relación con la salud sexual y reproductiva 
de niñas y adolescentes, si bien la aprobación 
en mayo de 2017 de la “Estrategia intersecto-
rial y nacional de prevención del embarazo 
no intencional en adolescentes” constituye un 
importante paso, tal como se ha señalado por la 
organización en otros informes, Uruguay sigue 
registrando altas tasas de embarazos en niñas 
menores de 15 años: según se expresa en la 
Estrategia, en 2014, 169 niñas fueron madres en 
Uruguay. En 2015, fueron 122 los nacimientos 
de madres que tienen entre 10 y 14 años; y en 
2016, se registraron 123 nacimientos y 74 abor-
tos en niñas de la misma edad. El embarazo y la 
maternidad forzada afectan gravemente la salud 
y vida de las niñas. 

Amnistía Internacional Uruguay hace un 
llamado al gobierno de Uruguay para garantizar 
la efectiva implementación de la Ley de Inte-

rrupción Voluntaria del Embarazo mediante la 
adecuada dotación de recursos materiales y hu-
manos en centros de salud y mediante la sensibi-
lización en esta materia a operadores judiciales. 
Asimismo, la organización reitera la necesidad 
de concretar acciones que garanticen la protec-
ción integral de la salud sexual y reproductiva 
de niñas y adolescentes y tomar medidas para 
atender un problema tan grave como el embara-
zo y la maternidad infantil.

 
DERECHOS DE LAS 
PERSONAS LESBIANAS, 
GAYS, BISEXUALES, 
TRANS E INTERSEX 

 

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales 
en dignidad y derechos. Los seres humanos de 
todas las orientaciones sexuales e identidades de 
género tienen derecho al pleno disfrute de todos 
los derechos humanos.”

Principio 1
Principios de Yogyakarta sobre la aplicación 
de la legislación internacional de derechos 

humanos en relación con la orientación sexual y 
la identidad de género.

A pesar de los avances legislativos de los últimos 
años a través de los cuales se alcanzó la plena 
igualdad jurídica de las personas LGBTI -como 
la ley 18.620 que consagra el derecho a la identi-
dad de género y al cambio de nombre y sexo en 
documentos identificatorios, y la aprobación de 
la ley 19.075 de Matrimonio Igualitario-, Uru-
guay carece de una política integral y articulada 
de lucha contra la discriminación en general, y 
en particular la que padece la población LGBTI.

El Comité DESC de Naciones Unidas comunicó 
en sus observaciones finales de junio su preocu-
pación por la ausencia en el país de una legisla-
ción integral que comprenda todos los motivos 
de discriminación, sea directa o indirecta, en el 
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ámbito público o privado; así como por la falta 
de un mecanismo eficaz que supervise la imple-
mentación de las normas antidiscriminación. 
Esto se suma a la recomendación en el mismo 
sentido del Comité para el Eliminación de la 
Discriminación Racial (CERD, por sus siglas en 
inglés) realizada en enero del mismo año (CER-
D/C/URY/CO/21-23, párr. 14).

Uno de los avances registrados este año fue la 
presentación del anteproyecto de una Ley Inte-
gral para Personas Trans, que propone acciones 
afirmativas en educación, empleo y acceso a la 
cultura; además de agilizar el proceso de cam-
bio de nombre y sexo registral, y formalizar las 
políticas de salud existentes hacia esta pobla-
ción. Fue presentado por el Consejo Nacional de 
Diversidad Sexual, un nuevo organismo intermi-
nisterial con representación del Poder Judicial, 
los intendentes, las instituciones educativas y la 
sociedad civil. 

Por otro lado, el Ministerio de Salud Pública 
presentó la “Guía Clínica para Hormonización 
en Personas Trans” y en diciembre, luego de 
cuatro años de suspendido el servicio, el Hospi-
tal de Clínicas de la Universidad de la República 
reinició las cirugías de reasignación de sexo. 

En setiembre, Verónica Pecoi2, una mujer trans 
que vivía en Montevideo, fue asesinada a pu-
ñaladas por su pareja. Este se suma a otros 8 
homicidios de mujeres trans reportados por la 
prensa y organizaciones LGBTI desde 2012, de 
los cuales 7 siguen sin ser aclarados. Diversas 
denuncias de violencia homofóbica callejera han 
encontrado eco en la prensa, pero escasa reac-
ción de los mecanismos estatales.

Amnistía Internacional Uruguay reitera al 
gobierno uruguayo la necesidad de mejorar las 
condiciones normativas e institucionales para 
combatir la discriminación ya que, a pesar de la 
existencia de la ley 17.817 y la Comisión Ho-
noraria que este crea, no existen en los hechos 

mecanismos efectivos para combatir la discrimi-
nación hacia la población LGBTI.

Durante este año la organización dará segui-
miento al trámite parlamentario del antepro-
yecto de Ley Integral para Personas Trans y a las 
políticas públicas que se impulsen para dar cum-
plimiento a la normativa ya existente dirigida a 
generar condiciones más igualitarias e inclusivas 
para el conjunto de la población LGBTI.

URUGUAY EN 
EL CONSEJO DE 
SEGURIDAD

 
Desde enero de 2016 hasta el mes de diciembre 
de 2017, Uruguay ocupó un asiento no perma-
nente en el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas.

Algunas de las temáticas consideradas prioritarias 
por Uruguay durante el periodo en el que ejerció 
la presidencia del Consejo de Seguridad fueron: 
la importancia de la protección de los Derechos 
Humanos en todas las actividades de las opera-
ciones de paz, la Misión de Estabilización de las 
Naciones Unidas en la República Democrática del 
Congo- MONUSCO3; la renovación del mandato 
de la Misión de las Naciones Unidas para el Refe-
réndum del Sáhara Occidental- MINURSO, y la 
promoción de mayor transparencia en los méto-
dos de trabajo del Consejo de Seguridad. Durante 
su actuación, Uruguay ha hecho énfasis en la pro-
moción de la reforma de los métodos de trabajo 
del Consejo de Seguridad, considerando que es 
posible aumentar la transparencia, rendición de 
cuentas y eficacia de la labor de este órgano4.

Uruguay fue parte del Consejo de Seguridad en 
momentos en los que la humanidad enfrenta 
desafíos extraordinarios y cuando las estructuras 

2  http://www.cotidianomujer.org.uy/sitio/73-proyectos/aborto/campana-aborto3/1681-comunicado-ante-feminicidio-de-veronica-pecoi.
3  El reporte brindado por la Cancillería establece que, como país contribuyente de tropas a la MONUSCO, Uruguay se encuentra espe-
cialmente comprometido con la evolución de la situación política y de seguridad en la República Democrática del Congo.
4  http://uruguaycsonu.mrree.gub.uy/sites/uruguaycsonu.mrree.gub.uy/files/final_informe_primer_semestre_uruguay.pdf.

http://www.cotidianomujer.org.uy/sitio/73-proyectos/aborto/campana-aborto3/1681
http://uruguaycsonu.mrree.gub.uy/sites/uruguaycsonu.mrree.gub.uy/files/final_informe_primer_semestre_uruguay.pdf
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de gobernanza internacional —en particular las 
Naciones Unidas— enfrentan diversas dificulta-
des. Como miembro del Consejo de Seguridad 
durante dos años Uruguay no estaba en posibi-
lidad de solucionar las dificultades, carencias y 
bloqueos de este órgano, dificultades asociadas a 
prácticas protegidas durante más de setenta años 
por los miembros permanentes del Consejo. El 
Consejo no ha sido capaz de resolver los conflic-
tos más graves a los que se ha visto enfrentado en 
estos últimos años.

A pesar de ello el Consejo de Seguridad y las Na-
ciones Unidas constituyen espacios estratégicos 
para mantener voces independientes y principis-
tas que gradualmente establezcan procedimientos 
y prácticas que inyecten nociones de democracia 
y transparencia. 

Amnistía Internacional Uruguay destaca el 
papel que desempeñó Uruguay durante este 
periodo. Desde sus posibilidades reales de actua-
ción, el aporte realizado para la defensa del rol del 
Derecho Internacional, el multilateralismo y el 
diálogo para la solución de los problemas fue-
ron una importante contribución a la resolución 
de los graves conflictos que enfrentamos como 
humanidad.

PLAN NACIONAL 
DE EDUCACIÓN  
EN DERECHOS 
HUMANOS

En agosto de 2017, se presentó el Plan Nacional 
de Educación en Derechos Humanos. Este plan 
fue elaborado en el marco de la Ley General de 
Educación, su objetivo es promover y desarrollar 
una cultura de derechos humanos incluyendo 
contenidos y abordajes en el ámbito educativo, 
tanto en la educación formal como no formal y en 
todos los niveles de la enseñanza. 

Amnistía Internacional Uruguay valora muy 
positivamente este importante paso, pero es sólo 
el primero de un amplio recorrido a través del 
cual será necesario definir la institucionalidad que 
permita su ejecución, implementación, evalua-
ción y monitoreo para poder observar y controlar 
el cumplimiento de los objetivos propuestos, los 
mecanismos de revisión y las estrategias generales 
de acción y articulación intergubernamental e in-
terinstitucional para su adecuada implementación.
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